SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°96
                                                     RADICACIÓN:  660013109004201700069


ACCIONANTE:ROSALBA RÚA DE ESPINOSA
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 20 de septiembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma improcedencia
Radicación Nro. :
660013109004201700069
Accionante: 
ROSALBA RÚA DE ESPINOSA
Accionado:
FISCALÍA 35 LOCAL DE PEREIRA 
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
CANCELACIÓN DE MATRÍCULA DE VEHÍCULO AUTOMOTOR / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. [S]i bien es cierto lo expuesto por actora en cuanto a que ha intentado ante la Secretaría de Tránsito de Bogotá D.C. obtener la cancelación de los referidos registros, lo cual no ha sido posible, no puede pasarse por alto, tal como ella misma lo reconoce en el escrito de impugnación, y como bien lo indicó el Director Jurídico del Consorcio Servicios Integrales para la Movilidad SIM, que dicha actuación solo puede efectuarse una vez el funcionario judicial competente así lo ordene. Tal como lo indicó la falladora de primer nivel, un estudio pormenorizado del caso permite concluir que la hoy tutelante no acudió ante las autoridades judiciales para solicitar lo que por medio de este mecanismo judicial pretende, esto es la cancelación de la matrícula del referido automotor, pues si bien indica que ha elevado múltiples peticiones con ese propósito a la Fiscalía, no allegó ninguna prueba de esos requerimientos. De igual forma, tampoco se acreditó que la señora RUA DE ESPINOSA haya presentado ante el juez que conoció el proceso penal por el delito de estafa en el que ella figura como víctima, petición tendiente a que fueran cancelados los registros; por tanto, ello no fue objeto de pronunciamiento al momento de emitir la sentencia de condena.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinte (20) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                   Acta de Aprobación N° 974
                                                   Hora: 2:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por la señora ROSALBA RÚA DE ESPINOSA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Fiscalía 35 Local de esta misma municipalidad.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora RÚA DE ESPINOSA se pueden concretar así: (i) en 2005 compró un vehículo identificado con las placas BRK-897, automotor que posteriormente le fue incautado por la Sijin y puesto a disposición de la Fiscalía General de la Nación, para finalmente ser entregado a la compañía Liberty Seguros, en razón a que había sido hurtado en la ciudad de Medellín cuando se identificaba con las placas EKP-945; (ii) con ocasión de lo anterior presentó denuncia penal contra dos personas determinadas, acción de la que no se obtuvo ningún resultado; (iii) además de perder los $30´000.000.oo que invirtió en el automotor, es sujeto pasivo del cobro de impuestos por el mismo desde el año 2005, en cuantía que asciende a $10´000.000.oo, a pesar que desde ese año no lo tiene en su poder; y (iv) ha acudido a la Fiscalía y a la Secretaría de Tránsito de Bogotá D.C., pero no ha logrado que se solucione su situación.
Con fundamento en lo anterior, pide se protejan sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, y, en consecuencia, se ordene lo necesario para resolver el problema puesto de presente.
3.- TRÁMITE Y FALLO 
La Sala Civil Familia de este Tribunal, con decisión de julio 21 de 2017, inadmitió la acción de tutela y concedió plazo de 3 días a la accionante para que subsanara las falencias, e indicara si la acción se dirigía igualmente contra la Secretaría de Tránsito de Bogotá D.C. y la Fiscalía 177 de Medellín, y así mismo, concretara las razones que motivan el trámite para cada una de las entidades enunciadas. Una vez la accionante presentó escrito de corrección, se dispuso la remisión de la actuación a la oficina judicial de esta ciudad, para que fuera sometida a reparto entre los jueces del circuito de la ciudad.

El conocimiento se asignó al Juzgado Cuarto Penal de en esta capital, despacho que admitió la demanda y ordenó correr traslado de la misma a las entidades involucradas. Posteriormente, con ocasión de las respuestas obtenidas, vinculó a la actuación a las Fiscalías 156 y 333 de automotores de Bogotá D.C., al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) y a la Compañía Liberty Seguros S.A.

- La Fiscalía General de la Nación a través de la oficina de asignaciones y una vez indagó por la suerte del proceso impulsado por la señora ROSALBA RÚA DE ESPINOSA, informó que en abril 17 de 2012 el Juzgado Quinto Penal del Circuito condenó a la pena principal de 40 meses de prisión a Jairo Osorio Correa, proceso que desde junio 12 de 2013 vigila el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.
- El Gerente jurídico del Consorcio Servicios Integrales para la Movilidad SIM de Bogotá D.C., informó que al revisar el registro del vehículo de placas BRK-897 encontró que aparece activo y a nombre de ROSALBA RÚA DE ESPINOSA, sin que a la fecha se hubiere recibido orden judicial para la cancelación de la matrícula de dicho automotor, lo que al parecer sí sucedió con el mismo rodante matriculado en Medellín, antes de ser hurtado.

- La subdirectora de Gestión Judicial de la Secretaría de Hacienda de Bogotá D.C. solicitó se deniegue la acción de tutela impulsada contra esa entidad, ya que se han respetado los derechos fundamentales de la accionante. La exigencia del pago de los impuestos a ROSALBA RÚA DE ESPINOSA, obedece a su registro como propietaria del vehículo de placas BRK-897, sin que de parte suya se hayan adelantado las acciones pertinentes para controvertir la exigencia tributaria correspondiente a los años 2006 a 2009, sobre los cuales existe mandamiento de pago. Los procesos de control tributario de la entidad, son independientes de los adelantados por la oficina de tránsito en cuanto al registro de transferencia de dominio de vehículos. 
- La Directora (e) de asuntos legales de la Secretaría Distrital de Movilidad de Bogotá D.C., solicitó se declare la improcedencia de la acción tutelar, por falta de legitimación por pasiva. Las funciones atinentes a la prestación de servicios administrativos de inscripción o trámites atinentes al registro distrital automotor o RUNT, fueron delegados al concesionario Servicios Integrales para la Movilidad SIM, las que desempeña por cuenta y riesgo de contrato de concesión
- El Juzgado Quinto Penal del Circuito informó que mediante sentencia de abril 17 de 2012, se profirió sentencia de condena en la actuación adelantada contra Jairo Osorio Correa y por denuncia que presentó ROSALBA RÚA DE ESPINOSA, decisión que fue confirmada en segunda instancia. La pretensión en este asunto es de carácter económico, lo que configura su clara improcedencia. La accionante contó con las acciones contencioso administrativas para controvertir los actos administrativos de la Secretaría de Hacienda, para lo cual pudo utilizar la constancia expedida por ese despacho. Cuenta igualmente con la vía judicial para impulsar un ejecutivo por obligación de hacer, contra la compañía de seguros en su calidad de dueña del automotor.
- Los demás despachos vinculados no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.
2.2.- Agotado el trámite a seguir, mediante fallo de agosto 11 de 2017 y dentro del término constitucional, la a quo negó la protección al considerar que los derechos fundamentales de petición y debido proceso no fueron vulnerados por las entidades accionadas. Respecto del primero, no se demostró por la accionante el envío y posterior recibo de la solicitud que estimó no fue resuelta, por las Secretarías Distritales de Hacienda y Movilidad de Bogotá D.C. y por el Consorcio SIM. En lo que corresponde al derecho fundamental al debido proceso, tampoco se presentó su afectación por parte de las fiscalías delegadas que conocieron el asunto, el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad y la compañía Liberty Seguros S.A.
La Fiscalía General de la Nación a través de sus delegadas, cumplió cabalmente con su obligación legal de adelantar el procedimiento que inició la accionante con su denuncia penal, el cual concluyó con sentencia de condena. La señora ROSALBA RÚA no presentó ante el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad o la compañía Liberty Seguros S.A., solicitud tendiente a obtener la cancelación del registro fraudulento que la afectó, como tampoco inició las acciones pertinentes por ante las oficinas de Hacienda, tendientes a evitar el cobro del impuesto por un vehículo que no posee, hechos que sucedieron hace más de diez años, lo que impide estimar la existencia de un daño inminente que justifique la orden de tutela.
4.- IMPUGNACIÓN

La accionante se muestra inconforme con la decisión adoptada, por lo que solicita revocar la decisión emitida por la primera instancia, y acceder al amparo de sus derechos fundamentales. Al efecto sostiene: 
La acción estaba encaminada a que se tutelaran los derechos fundamentales vulnerados por las Fiscalías 15 Local de Pereira, 177 Local de Medellín, y Secretarías Distritales de Hacienda y Movilidad de Bogotá, autoridades que se han negado a cancelar la matrícula del Reunalt Clio con placas BRK 897, incautado por la SIJIN de Pereira y puesto a disposición de la Fiscalía 177 de Medellín, situación debido a la cual se le sigue generando y cobrando el respectivo impuesto.

Luego de requeridas las autoridades sobre el tema y de conformidad con las respuestas suministradas por las mismas, está claro que la cancelación solo puede hacerse por orden judicial debido a la limitación a la propiedad que tiene.

No es cierto lo dicho por el despacho en cuanto a que no haya solicitado la cancelación de la matrícula, ya que a la demanda anexó los oficios en los cuáles se dio respuesta a sus requerimientos en ese sentido.
En la actuación relacionada con el citado automotor han participado varias Fiscalías y el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, ninguno de los cuales ha solicitado la cancelación requerida, y se han desligado de su responsabilidad para definir lo pertinente. 

El juzgado indica que se debe agotar la vía contenciosa contra las resoluciones en las que se le hace el cobro del impuesto, pero con ello desconoce que las mismas son legales, y mientras el vehículo continúe a su nombre deberá responder por el pago de ese tributo. 

Es cierto que las Secretarías de Tránsito y Hacienda le dieron respuesta a sus solicitudes, pero ambas señalan soluciones que no son posibles, una consistente en pagar el impuesto por no desaparecer el hecho generador, lo cual le parece ilegal porque no tiene el carro en su poder, y la otra, que proceda a cancelar la matrícula, lo cual también fue sugerido por el despacho de primera instancia, pero ello no es posible por la limitación al dominio de las Fiscalías 156 y 333.
No es cierto que la acción tenga una pretensión meramente económica, ya que el fondo de todo es la imposibilidad de llevar a cabo la cancelación de la matrícula, pese a que ha intentado desde hace 10 años por todos los medios que se le permita realizar ese trámite, ya que al momento de que ésta desaparezca, también cesará el cobro de impuesto; por tanto, la actuación no es competencia de la jurisdicción contencioso administrativo sino de la autoridad penal.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente la acción constitucional elevada por la señora ROSALBA RÚA DE ESPINOSA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora ROSALBA RÚA DE ESPINOSA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, los cuales considera vulnerados por las diferentes entidades accionadas y vinculadas, por cuanto debido a la omisión de las mismas no ha sido posible la cancelación de la matrícula del  vehículo identificado con las placas BRK-897 que registra a nombre y le genera cobro de impuestos que ascienden a $10´000.000.oo el cual adquirió en una negociación que resultó ser una estafa, ya que había sido hurtado en la ciudad de Medellín cuando se identificaba con las placas EKP-945, y posteriormente le fue incautado por la Sijin y puesto a disposición de la Fiscalía General de la Nación, para finalmente ser entregado a la compañía Liberty Seguros.

Frente a las pretensiones que hace el accionante, como bien lo puso de presente la juez de primer nivel, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313/15 la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

En el caso sometido a estudio se advierte que si bien es cierto lo expuesto por actora en cuanto a que ha intentado ante la Secretaría de Tránsito de Bogotá D.C. obtener la cancelación de los referidos registros, lo cual no ha sido posible, no puede pasarse por alto, tal como ella misma lo reconoce en el escrito de impugnación, y como bien lo indicó el Director Jurídico del Consorcio Servicios Integrales para la Movilidad SIM, que dicha actuación solo puede efectuarse una vez el funcionario judicial competente así lo ordene.

Tal como lo indicó la falladora de primer nivel, un estudio pormenorizado del caso permite concluir que la hoy tutelante no acudió ante las autoridades judiciales para solicitar lo que por medio de este mecanismo judicial pretende, esto es la cancelación de la matrícula del referido automotor, pues si bien indica que ha elevado múltiples peticiones con ese propósito a la Fiscalía, no allegó ninguna prueba de esos requerimientos.

De igual forma, tampoco se acreditó que la señora RUA DE ESPINOSA haya presentado ante el juez que conoció el proceso penal por el delito de estafa en el que ella figura como víctima, petición tendiente a que fueran cancelados los registros; por tanto, ello no fue objeto de pronunciamiento al momento de emitir la sentencia de condena.
Nótese que en la constancia suscrita por la Fiscal Diez Seccional de esta ciudad en mayo 30 de 2011, que se anexó a la demanda de tutela, se advierte que la actuación penal por la conducta de obtención de documento público falso, para el cual se compulsó copias en el fallo de primera instancia por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, se lleva a cabo en la ciudad de Bogotá, y ante el despacho al cual le haya correspondido esa actuación es que la accionante debe hacer la solicitud de cancelación del registro fraudulento, lo cual hasta el momento no ha realizado.

No desconoce entonces la Colegiatura que la situación en la que se encuentra la hoy tutelante puede resultar injusta, toda vez que se le efectúa el cobro por concepto de impuestos de un vehículo que no está en su poder, y cuya matrícula nunca debió existir porque la misma es producto de un fraude con el cual ella resultó afectada, pero tampoco puede pasarse por alto que la señora ROSALBA no ha agotado las instancias ordinarias para obtener una solución a la situación problemática que enfrenta, y entonces no puede el juez de tutela entrar a suplir su inactividad, puesto que la acción constitucional tiene un carácter subsidiario y residual.
Ahora, tampoco se observa que la actuación de las entidades accionadas y vinculadas no se ajuste al ordenamiento legal, por el contrario es entendible que no hayan accedido a las pretensiones de la actora, puesto que no son las competentes para pronunciarse al respecto.

En esas condiciones, la accionante debe dirigirse a la Fiscalía y/o juzgado que actualmente conozca sobre el delito de falsedad y fraude procesal originado en el trámite de matrícula del vehículo con placas BRK, del cual ella figura como propietaria, para que dé la orden que por esta vía pretende.
En síntesis, lo que acá se percibe, sin lugar a dudas, es que no existe vulneración alguna del derecho de los derechos invocados, y la Sala debe entonces acompañar la sentencia adoptada por la funcionaria de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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